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a incapacidad temporal se erige como una de las contingencias labolares más comunes, es por 
ello por lo que será objeto de nuestro análisis –no solo en este sino en otros artículos-. 
En este sentido, dicha contingencia requiere de un análisis pormenorizado, debido al agravio 
que causa al empleador y los derechos que amparan al empleado. 
1. CONCEPTO Y CARACTERIZACIÓN LEGAL 
1.1. Rasgos básicos 
La incapacidad temporal es una situación de incapacidad para trabajar causada por accidente o 
enfermedad, que requiere asistencia y que se supone transitoria o de corta duración. Es una de las 
contingencias cubiertas por la acción protectora del sistema de seguridad social ( art. 38.1 c) LGSS), 
que concede a tal efecto dos tipos de prestaciones: una prestación en especie, en forma de asistencia 
sanitaria, y una prestación económica, conocida habitualmente como subsidio, que lógicamente tiene 
la finalidad de sustituir la pérdida de los ingresos propios del trabajo durante ese período. La situación 
que en este caso protege la seguridad social no es sólo la alteración de la salud, sino también la 
pérdida temporal de ingresos (del salario, si se trata de trabajador asalariado) que como consecuencia 
de la misma puede sufrir quien vive de su trabajo. 
Aun cuando el trabajador no esté afectado, en sentido estricto, por un accidente o enfermedad, la 
protección por IT se ha ampliado a los períodos de aislamiento preventivo en relación con la 
enfermedad infecciosa ocasionada por el nuevo virus A H1 N1 (conocido popularmente como gripe 
porcina), siempre que los trabajadores cumplan los requisitos exigidos en el correspondiente régimen 
de la seguridad social en el que el trabajador se encuentre encuadrado ( Res. 7-5-2009). 
Obviamente, es una situación distinta de la incapacidad permanente , con la que le une la 
circunstancia de incapacidad para el trabajo, pero de la que se distingue por su duración (y en cierto 
modo por su intensidad, ya que lo temporal suele ser más leve que lo permanente o previsiblemente 
definitivo); por ello, aunque se dude acerca de su duración, la calificación de incapacidad temporal 
siempre requiere que se descarte el carácter permanente de la dolencia ( art. 7 RD 575/1997; art. 12 
OM 19-6-1997). En todo caso, la incapacidad temporal puede ser, y en muchos casos lo es, la antesala 
de la incapacidad permanente, por lo que un aspecto importante de su regulación lo constituye el 
tránsito entre una y otra contingencia. Distinta de la incapacidad temporal es asimismo la lesión 
permanente no invalidante , aunque pueda precederla o acompañarla. 
En el plano de las contingencias de corta duración, la incapacidad permanente también se distingue 
de las contingencias de maternidad (con la que históricamente mantuvo una estrecha conexión, hasta 
L
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el año 2004), riesgo durante el embarazo y riesgo durante la lactancia natural , sin perjuicio de que 
algunas de estas contingencias también entrañen incapacidad para el trabajo, o de que la incapacidad 
temporal pueda precederlas o sucederlas (como a veces ocurre con la maternidad). Es distinta 
asimismo de la contingencia de desempleo , aunque de nuevo son contingencias que pueden 
sucederse en el tiempo, con los consiguientes problemas de articulación. 
Es una contingencia prevista para el conjunto del sistema, y por lo tanto está presente en la 
totalidad de sus Regímenes , sin perjuicio de que en algunos de ellos tenga acusadas particularidades 
(como los de Trabajadores Autónomos, Empleados de hogar o Estudiantes). Para el Régimen General 
se regula en los arts.128 a 133 LGSS y en los arts. 8 y 9 de la OM 13-10-1967. Cuando afecta a un 
trabajador asalariado constituye causa de suspensión del contrato de trabajo , con reserva del puesto 
de trabajo ( arts. 45 y 48 ET). 
1.2. Origen y modalidades 
La contingencia de incapacidad temporal puede surgir de riesgos profesionales o de riesgos 
comunes , esto es, de accidente de trabajo o accidente no laboral, y de enfermedad profesional o 
enfermedad común. En el fondo de todo ello existe un proceso patológico de intensidad suficiente 
como para imposibilitar la realización del trabajo por lo que inevitablemente requiere una decisión no 
sólo de carácter administrativo o burocrático, sino también de carácter médico ( art. 1 RD 575/1997), 
lo cual plantea un problema básico en la determinación y calificación de esta contingencia: la 
necesaria concurrencia de criterios técnico-administrativos (que residen en las instituciones de 
seguridad social) y criterios médicos (que pertenecen a las instituciones sanitarias). 
Aunque el art. 128 LGSS no distinga en principio, lo cierto es que, como en otras tantas prestaciones 
de la seguridad social, el hecho de que la incapacidad temporal tenga su origen en riesgos comunes o 
en riesgos profesionales produce diferencias en la accesibilidad o intensidad de la protección. Así, si la 
incapacidad laboral se debe a accidente de trabajo o enfermedad profesional, tanto los requisitos de 
acceso como el nivel de protección ofrecen un tratamiento más favorable que en la incapacidad 
debida a enfermedad común o accidente no laboral, con la salvedad de que el accidente común a 
veces se adscribe a ese trato más beneficioso ( arts. 128 a 133 LGSS; RD 575/1997 ; OM 13-10-1967; 
OM 19-6-1997; OM 18-9-1998). 
El hecho de que la IT derive de una pluralidad de causas no permite aplicar una combinación de 
esas reglas, sino que debe considerarse que todas las dolencias provienen del mismo origen –común o 
profesional-, en la medida que el «proceso de IT es una realidad de contenido unitario, cuyos efectos 
se aplican de forma única e indiferenciada a toda la situación protegida, sin que sea posible establecer 
diferencias ni distingos en cuanto a su protección» ( STS de 10-7-2007 [RJ 2007, 8869] ). 
Un caso particular de incapacidad temporal es el que coincide con «el tiempo necesario para el 
estudio médico de la enfermedad profesional cuando haya necesidad de aplazar el diagnóstico 
definitivo» ( art. 133.1 LGSS). Es lo que legalmente se denomina período de observación por 
enfermedad profesional , que va acompañado de la baja en el trabajo (para un mejor seguimiento de 
la situación) pero que, a diferencia de las situaciones ordinarias de incapacidad, no conlleva 
necesariamente un tratamiento sanitario específico, precisamente porque el proceso patológico 
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concreto no se encuentra confirmado. Por ello, el período de observación sólo puede ser mantenido 
mientras no se haya expresado un diagnóstico definitivo ( STSJ Cantabria 12-11-1991 [AS 1991, 
6012]). 
2. DURACIÓN 
2.1. Duración inicial 
La incapacidad temporal es por definición una situación transitoria o de corta duración. Cuando 
tiene su origen en enfermedad o accidente (común o profesional) su duración máxima inicial es de 
365 días, aunque con posibilidad de prórroga( art. 128.1.a) LGSS; arts. 14 y 15 D. 1646/1972; art. 9 
OM 13-10-1967). 
A partir del 1 de enero de 2010, tras la modificación de los arts. 128.1 a) y 131.bis.1 y 2 de la LGSS, 
por la DF. 3 de la Ley 26/2009, la duración de la IT viene establecida por días, en lugar de meses. 
En caso de incapacidad temporal debida a período de observación por enfermedad profesional, el 
plazo inicial se establece en seis meses, prorrogables por otros seis si se considera necesario para el 
estudio y diagnóstico de la enfermedad ( art. 128.1.b) LGSS; art. 15 OM 13-10-1967). En cualquier 
caso, dentro del período máximo de la duración de la situación por incapacidad temporal debida a 
accidente o enfermedad se contabilizan tanto los períodos de observación como los de recaída ( art. 
128.2 LGSS). 
A tales efectos, se entiende que existe recaída si, dentro de un proceso patológico de la misma 
naturaleza, la situación de incapacidad temporal se ve interrumpida por uno o varios períodos de 
actividad de duración inferior a 180 días. En ese caso se considera que hay una sola situación de 
incapacidad temporal, sometida a un único plazo máximo ( art. 9 OM 13-10-1967). Se consideran 
situaciones de incapacidad temporal distintas cuando los períodos intermedios de actividad son 
superiores a seis meses ( STS 1-2-1999 [RJ 1998, 1143] ), o cuando, siendo de duración inferior, se 
trata claramente de enfermedades que no dan lugar a procesos patológicos de la misma naturaleza ( 
STS 7-4-1998 [RJ 1998, 2691] ). 
En estos últimos casos (« recidiva » de la situación de IT) resultan exigibles la concurrencia general 
de todos los requisitos en el momento de su producción, es decir en la fecha de la correspondiente 
baja por recidiva. Sin embargo, en los casos de recaída (supuestos baja médica derivada de la misma o 
similar enfermedad, sin haber agotado la duración máxima de la incapacidad y sin haber completado 
seis meses (180 días) de actividad laboral entre ambas situaciones), al tratarse de un único proceso o 
período, el hecho causante de las mismas ha de situarse en la fecha en que se produjo la baja inicial, 
de manera que es a ésta última data a la que habrá de referirse la concurrencia de los requisitos 
exigibles de alta en la Seguridad Social y de carencia suficiente, sin perjuicio de la validez de la 
doctrina mantenida, entre otras, en SSTS 6-11-2000 (RJ 2000, 9633) y 26-6-2006 (RJ 2006, 8515) , en 
los que se reconoce el derecho cuando los requisitos concurren no en el momento inicial de la baja 
sino en el posterior de la recaída, por aplicación de los principios de eficacia y proporcionalidad que 
rigen en materia de seguridad Social y del rechazo de toda interpretación restrictiva de los derechos 
individuales ( STS 1-4-2009 [RJ 2009, 2879] ) 
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El criterio establecido en esta sentencia, como precisa el órgano judicial, rectifica doctrina anterior 
contenida en las sentencias de 27-6-2006 (RJ 2006, 8514) y 6-7-2006 (RJ 2006, 8576) y resulta 
aplicable, con carácter general, a los diversos Regímenes de la Seguridad Social, sin perjuicio de que 
puedan admitirse supuestos singulares que imponga solución diversa. 
Tras la Ley 35/2010 ( DA 19ª.5 () , que añade la DA 52 LGSS ), cuando el alta hubiera sido expedida 
por INSS o ISM, éstos serán los únicos competentes, a través de sus propios médicos, para emitir una 
nueva baja médica dentro del plazo de 180 días a la citada alta médica, por la misma o similar 
patología (aunque el ejercicio de tal competencia queda pendiente de Resolución de la Secretaría de 
Estado de la Seguridad Social). 
En el supuesto de que la IT se extinga por el transcurso del plazo máximo establecido en el apartado 
a) del art. 128 y el trabajador hubiese sido dado de alta médica sin declaración de incapacidad 
permanente y no mediare un período de actividad laboral superior 180 días, sólo podrá generarse un 
nuevo proceso de incapacidad temporal por la misma, o similar enfermedad, si el INSS, a través de los 
órganos competentes para evaluar o calificar y revisar la situación de incapacidad permanente, emite 
la baja a los exclusivos efectos de la prestación económica de la IT ( art. 131 bis.1 LGSS y ( art. 1 RD 
1430/2009, de 11 de septiembre). 
2.2. Prórroga 
Agotado el plazo inicial de 365 días previsto en el art. 128.1.a) TRLGGS, la situación de IT podrá 
prorrogarse otros 180 días cuando se presuma que durante ellos puede el trabajador ser dado de alta 
médica por curación. El INSS, a través de los órganos competentes para evaluar, calificar y revisar la 
incapacidad permanente del trabajador, es la única instancia competente para reconocer la situación 
de prórroga expresa con un límite de 180 días más o bien para iniciar un expediente de incapacidad 
permanente o emitir el alta médica por curación o por incomparecencia injustificada a los 
reconocimientos médicos convocados por el INSS. Por tanto, a partir del agotamiento de los 365 días, 
el Servicio Público de Salud no podrá emitir partes de conformación de baja y cuando expida el último 
de ellos, antes de agotar dicho plazo, deberá comunicar al interesado el pase de control de la 
situación de IT al INSS y comunicar esta circunstancia a la entidad gestora mediante procedimiento 
informático. A partir de este momento, será la entidad gestora quien realice las comunicaciones que 
procedan al interesado, a la empresa, al Servicio Público de Salud y, en su caso, a las entidades 
colaboradores y Servicio Público de Empleo Estatal ( art. 1 RD 1430/2009, de 11 septiembre). 
El propio art.128.1.a) LGSS, desarrollado por el art. 3 del RD 1430/2009, de 11 septiembre ha 
dispuesto un procedimiento particular de impugnación administrativa por «disconformidad» frente a 
las altas médicas emitidas por el INSS tras el agotamiento del plazo máximo inicial de 365 días de la IT, 
como se verá más adelante al tratar los supuestos de extinción de esta situación. 
Cuando la situación de IT se extinga por el transcurso del plazo máximo de 545 días, se examinará 
necesariamente en el plazo máximo de tres meses el estado del incapacitado a efectos de su 
calificación, en el grado que corresponda, como inválido permanente. Ahora bien, si continúa la 
necesidad de tratamiento médico y existe una razonable expectativa de recuperación o mejoría del 
trabajador, puede dilatarse este procedimiento por el tiempo que precise, sin que, en ningún caso, la 
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duración total de la situación pueda exceder de 730 días desde la fecha de inicio de la incapacidad 
temporal. Literalmente no es posible demorar la calificación de la IP si el procedimiento comienza al 
finalizar los 365 días de duración ordinaria de la IT ( art. 131 bis.2 LGSS). 
Sin perjuicio de lo anterior, cuando la IT se extinga por el transcurso del plazo máximo establecido 
en el art. 128.1 a) LGSS o por alta médica con declaración de incapacidad permanente, los efectos de 
la IT se prorrogarán hasta el momento de la calificación de la incapacidad permanente y se iniciará 
entonces las prestaciones correspondientes a esta última situación salvo que las mismas sean 
superiores a las que venía percibiendo e cuyo caso se comenzarán a percibir desde la fecha en la que 
se hubiera agotado la incapacidad temporal. 
El final de la IT con propuesta de declaración de IP ha sufrido modificaciones normativas de gran 
calado en los últimos tiempos. La Ley 30/2005 suprimió la posibilidad de demorar la calificación de IP 
hasta transcurridos treinta meses desde el comienzo de la IT, y configuró una situación de tránsito 
entre ambas prestaciones que era calificada formalmente como IP, pero con requisitos de acceso 
próximos a los de la IT, especialmente en materia de período de carencia, y que debía ser objeto de 
revisión en el plazo de seis meses, momento en el que debía consolidarse esa calificación o conceder 
el alta al interesado, en una regulación que recordaba la vetusta invalidez provisional. 
La Ley 40/2007, en la modificación del art. 131.bis 2 , suprime esa IP revisable y vuelve a la situación 
anterior, pero limitando la demora en la calificación de la IP. 
3. COMPETENCIAS DE CALIFICACIÓN Y RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES 
La gestión de la incapacidad temporal cuenta con dos factores de complejidad: por un lado, la 
posibilidad de que intervengan, junto a las entidades gestoras, las entidades colaboradoras y las 
propias empresas; por otro, la inevitable concurrencia de aquellos dos planos de gestión 
administrativa (en manos del INSS) y gestión sanitaria (en manos de los servicios de salud). 
3.1. Calificación de la contingencia 
Corresponde al INSS el reconocimiento de las prestaciones por incapacidad temporal derivadas de 
contingencias comunes, y también las derivadas de contingencias profesionales cuando actúe como 
entidad aseguradora a tal efecto ( art. 5 OM 13-10-1967; art. 1 RD 2583/1996); dicha competencia 
entraña también la facultad de declarar la denegación, anulación, suspensión y extinción del derecho ( 
arts. 10 y 11 OM 13-10-1967). Pero corresponde a las mutuas la declaración y reconocimiento del 
derecho a las prestaciones económicas por incapacidad temporal, derivadas de contingencias 
profesionales o de contingencias comunes, en función de lo que hubiera asumido mediante su 
intervención colaboradora ( art. 68. 2 LGSS; art. 5.b) OM 13-10-1967; arts. 69 y ss. RD 1993/1995), y 
corresponde a la empresa la facultad de reconocer los subsidios por incapacidad temporal en los 
casos en que tenga autorización para gestionarlos en régimen de colaboración voluntaria ( art. 77 
LGSS; art. 5.c) OM 13-10-1967; arts. 4 y ss. OM 25-11-1966, modificada por OM 20-4-1998 [RCL 1998, 
1167] ). 
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En todo caso, independientemente de cuál fuere la entidad encargada de la cobertura de esta 
situación, tras la modificación de los arts. 61.2 y 80.1 del RD 1993/1995, de 7 de diciembre por el RD 
1041/2005, de 5 septiembre , debe entenderse que la competencia para calificar la contingencia, esto 
es, para determinar con carácter previo si la situación de incapacidad tiene su origen en un riesgo 
profesional o en un riesgo común corresponde al INSS y no a las mutuas, tal y como venía sosteniendo 
insistentemente la jurisprudencia al interpretar la normativa vigente antes de la reforma llevada a 
cabo por el RD 428/2004, de 12 de marzo ( SSTS 6-3-1998 [RJ 1998, 1253] ; 19-3-1999 [RJ 1999, 3011] 
; 22-11-1999 [RJ 1995, 8525] y STS 8-2-2007 [RJ 2007, 2191] ). 
Así, en el ámbito de las enfermedades profesionales, a fin de facilitar a la entidad gestora el 
diagnostico de esta contingencia se impone a las entidades colaboradoras la obligación de remitir al 
INSS los expedientes de aquellas situaciones incapacitantes en las que, reconocidas como derivadas 
de contingencias comunes, concurran indicios que hagan presumir la existencia de una posible 
enfermedad profesional, para que aquellas tenga información suficiente sobre las razones que 
justifican dichas resoluciones y puedan, en su caso, determinar la contingencia causante, así como 
resolver en el mismo sentido las posibles reclamaciones que presenten los interesados. Se consideran 
que hay indicios suficientes, cuando obren en el expediente partes emitidos por la propia entidad 
colaboradora en los que se hubiera consignado la enfermedad profesional, informes de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, de los servicios de prevención o de los servicios médicos de la empresa, 
o de otros organismos e instituciones con competencia en prevención y cobertura de las 
enfermedades profesionales que señalen a una de estas patologías como la contingencia causante, así 
como comunicaciones de los facultativos del Sistema Nacional de Salud donde se manifieste la posible 
existencia de una enfermedad profesional. En todo caso, tienen la obligación de remitir al INSS todos 
los expedientes que correspondan a partes de enfermedad profesional comunicados mediante el 
sistema CEPROSS. También a través de este procedimiento se comunicarán las resoluciones que emita 
la entidad gestora determinando la naturaleza de la contingencia causante ( Resolución de 19-9-
2007). 
La competencia para expedir altas y bajas médicas en situaciones de recaída reside en la entidad 
competente para la baja inicial (gestora o colaboradora). No obstante, el INSS es la única entidad 
competente para emitir una nueva baja médica por IT cuando esa situación se produzca en un plazo 
de 180 días posterior al alta médica por agotamiento del plazo máximo de otra IT precedente y por la 
misma o similar patología ( art. 128.1.a LGSS), pero con esa salvedad hay una especie de «congelación 
de competencia» cuando una mutua concede una baja médica por contingencia profesional; ante una 
eventual recaída, la norma no permite a los servicios públicos de salud, al menos explícitamente, 
expedir un parte de baja por la misma o similar patología. En ocasiones, el obstáculo se supera por 
una vía indirecta, pues el facultativo del servicio público de salud concede la baja médica por 
contingencia común, lo que permite al interesado acudir al INSS solicitando que la enfermedad o 
accidente sean calificados como contingencia profesional ( SSTS de 15-11-2006 [RJ 2006, 9221] y de 
29-6-2007 [RJ 2007, 5482] ). En cualquier caso, los interesados pueden impugnar las altas médicas que 
emitan las mutuas y empresas colaboradoras en los procesos de incapacidad temporal derivados de 
contingencias profesionales con anterioridad al agotamiento del plazo de 365 días de duración de la 
situación, a través del procedimiento administrativo previsto en el art. 4 del RD 1430/2009, de 11 
septiembre, que se desarrolla más adelante. 
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4. REQUISITOS DE ACCESO A LA PRESTACIÓN ECONÓMICA 
4.1. Afiliación y alta 
La doble condición de afiliación y alta – o situación asimilada al alta– constituye un requisito general 
de las prestaciones del Régimen General de la Seguridad Social, salvo disposición legal expresa en 
contrario ( art. 124.1 LGSS). A dicho precepto se remite el art. 130 LGSS (prestación de incapacidad 
temporal). No obstante, en relación con la prestación de incapacidad temporal por contingencias 
profesionales, y en general con cualquier otra prestación motivada por accidente de trabajo y 
enfermedad profesional, los trabajadores del Régimen General se consideran de pleno derecho 
afiliados y en alta, a pesar de que el empresario haya incumplido sus obligaciones ( art. 125.3 LGSS). 
La STS de 13-2-2007 (RJ 2007, 3256) , admitió el derecho a causar el subsidio de IT desde una 
situación de no alta; en concreto el beneficiario era un trabajador que habiendo agotado la duración 
máxima de IT comenzó un nuevo proceso de IT sin haberse reincorporado a su puesto, y por tanto sin 
que la empresa procediera al alta. 
Como situaciones asimiladas al alta para la incapacidad temporal pueden mencionarse las 
siguientes ( art. 125 LGSS; art. 4 OM 13-10-1967): 
• Situación de desempleo total mientras se percibe la prestación por desempleo del nivel 
contributivo. Sin embargo, no constituye situación asimilada al alta la percepción del subsidio 
de desempleo del nivel asistencial ( STS 26-7-1993 [RJ 1993, 5980] ; STS 16-4-1997 [RJ 1997, 
3393] ), ni la situación de desempleo involuntario no subsidiado STS 12-9-2003 [RJ 2003, 7052] 
ni siquiera cuando el proceso de incapacidad se inicia tras la terminación de otro anterior, 
durante el cual se produjo la extinción del contrato STS 19-9-2003 [RJ 2003, 6428] y 18-9-2002 
[RJ 2003, 499] . 
• El período de vacaciones anuales retribuidas y no disfrutadas a la finalización del contrato de 
trabajo. La responsabilidad del pago del subsidio generado durante este período corresponde a 
la entidad que debía hacer frente al mismo durante la vigencia del contrato, y, por consiguiente, 
dicho subsidio podría correr a cargo de la mutua ( SSTS de 18-9-2007 [RJ 2007, 7875] y 21-2-
2008 [RJ 2008, 2600] ). 
• Períodos de reincorporación al trabajo de los trabajadores fijos discontinuos,si al momento en 
que corresponda su llamamiento por antigüedad se encuentran en IT. La STSJ de STSJ Andalucía 
16-6-1999 [AS 1999, 3782] también calificó como situación asimilada al alta la percepción del 
subsidio de desempleo por parte de una trabajadora fija discontinua. 
• Convenio especial de diputados, senadores, así como gobernantes y parlamentarios de 
Comunidades Autónomas. 
• Trabajadores al servicio de empresas españolas trasladados fuera del territorio nacional. 
 
También se asimila al alta la situación de IT por enfermedad común, aunque ya se haya extinguido 
el contrato ( STS 20-1-1995 [RJ 1995, 1146] ; STS 8-2-1996 [RJ 1996, 861] ); y la situación de 
excedencia para cuidado de hijos, durante su primer año de vigencia ( STS 14-11-2002 [RJ 2003, 
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3042]), no así el período de excedencia por cuidado de hijo, de menor acogido o de otros familiares 
que exceda de considerado como de ocupación cotizada conforme el art. 180 LGSS, aunque lo tenga a 
efectos de otras prestaciones (disp. adic. 4 RD 295/2009). Téngase en cuenta que el período de 
ocupación cotizada para esta modalidad de excedencia fue ampliado por la LO 3/2007 de Igualdad 
(dos años en principio, con posibilidad de extensión en caso de familia numerosa, según el art. 180 
LGSS). 
En situaciones de huelga y cierre patronal el trabajador se considera en alta especial en la 
Seguridad Social ( art. 124.6 LGSS; arts. 6 y 12 RDLey 17/1977); tales situaciones no impiden el 
reconocimiento y percepción del descanso por maternidad ( art. 8.8 RD 295/2009), ni tampoco la 
continuación de una situación de IT ya iniciada, pero sí generar ex novo derecho a este subsidio. El 
trabajador huelguista que sufra un accidente o padezca una enfermedad podrá recibir asistencia 
sanitaria, pero no rentas sustitutivas de un salario que no se iba a percibir. En consecuencia, estas 
restricciones no se aplican a los trabajadores no huelguistas. 
4.2. Período mínimo de cotización 
4.2.1. Las reglas generales 
Pueden diferenciarse dos situaciones, a efectos de la exigencia de un período mínimo previo de 
cotización o carencia: en primer lugar, la situación de IT por accidente, sea o no de trabajo y 
enfermedad profesional, en que dicha exigencia no se da en absoluto [ art. 130.b) LGSS; art. 3.1.c) OM 
13-10-1967]; y en segundo lugar, la situación de IT por enfermedad común, supuesto en que se 
requiere haber cumplido «un período de cotización de ciento ochenta días dentro de los cinco años 
inmediatamente anteriores al hecho causante» [ art. 130.a) LGSS]. 
En cualquier caso, los días de cotización computables no son sólo los días ordinarios, sino también 
los correspondientes a las cotizaciones por las pagas extraordinarias, es decir, los llamados «días 
cuota» (STS 10-6-1974; STS 20-06-2002 [RJ 2002, 9897] ; STSJ Cataluña 9-1-1996 [AS 1996, 840] ; STSJ 
Galicia 2-6-1997 [AS 1997, 2022] ). No hay, por otro lado, ninguna dificultad en computar más de una 
vez los mismos días cotizados para acreditar así el derecho a distintas prestaciones por IT ( STS 31-1-
1992 [RJ 1992, 141] ; STS 10-2-1998 [RJ 1998, 1797] ). Algunas resoluciones de Tribunales Superiores 
de Justicia prohíben computar a estos efectos los días cotizados durante una situación de IT ( STSJ 
Valencia 29-3-1996 [AS 1996, 1806] ; habiéndose el mismo Tribunal manifestado en sentido contrario 
con anterioridad ( STSJ Valencia 20-2-1992 [AS 1992, 924] ). Debe añadirse que no se considera 
paréntesis el tiempo en que el trabajador esté inscrito en la oficina de empleo como consecuencia del 
paro involuntario ( STS 20-6-1994 [RJ 1994, 5458] ; STS 10-10-1994 [RJ 1994, 7762] ; STS 27-9-1995 [RJ 
1995, 6915] ), como tampoco el tiempo de percibo del subsidio del nivel asistencial de desempleo ( 
STSJ Andalucía 21-1-1997 [AS 1997, 2567] ); ni un período de incapacidad temporal precedente ( STS 
11-3-2002 [RJ 2002, 4670] ). 
En caso de reducción de jornada por cuidado de menor afectado de cáncer u otra enfermedad 
grave , las cotizaciones realizadas durante esta situación se computarán incrementadas hasta el 100% 
durante el tiempo que dure la reducción ( art. 37.5 ET) y art. 180.3 LGSS, modificado por DF 21 Ley 
39/2010, de 22 diciembre). 
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Los trabajadores incluidos en el Régimen General no tienen obligación de demostrar que se 
encuentran al corriente en materia de cotización . Este es un requisito típico de los regímenes de 
trabajadores autónomos, al ser sujetos responsables del ingreso de las cuotas. Como excepción, sin 
embargo, algunos colectivos de trabajadores incluidos en el Régimen General deben asumir 
personalmente tal obligación, como sucede con los representantes de comercio ( art. 31 RD 
2064/1995, de 22 de diciembre). Para este colectivo, el disfrute del subsidio de IT está condicionado a 
la acreditación de que el interesado se encuentra al corriente del pago de las cuotas, sin que tal 
defecto pueda subsanarse por la solicitud de aplazamiento efectuada con anterioridad al hecho 
causante de la IT, el aplazamiento debería haber sido concedido, y no meramente solicitado, con 
anterioridad al hecho causante para que se justificase el devengo del subsidio ( STS de 17-4-2007 [RJ 
2007, 3982] ). 
4.2.2. La situación de trabajo a tiempo parcial 
La Disposición Adicional 7.ª de la LGSS (cuya redacción fue introducida por el art. 2 del RDLey 
15/1998), partiendo del principio de asimilación del trabajador a tiempo parcial al trabajador a tiempo 
completo, establece que, a la hora de acreditar los períodos de cotización necesarios para causar 
derecho a las prestaciones –incluidas las de incapacidad temporal y maternidad–, «se computarán 
exclusivamente las cotizaciones efectuadas en función de las horas trabajadas, tanto ordinarias como 
complementarias, calculando su equivalencia en días teóricos de cotización. A tal fin el número de 
horas efectivamente trabajadas se dividirá por cinco, equivalente diario del cómputo de mil 
ochocientas veintiséis horas anuales» ( DA 7.ª LGSS). Igualmente, en los casos en que se exige que el 
período mínimo de cotización esté comprendido dentro de un determinado período de enmarque 
inmediatamente anterior al hecho causante, como sucede respecto de las prestaciones de IT, 
maternidad y paternidad, ese lapso temporal de enmarque debe ampliarse justo en la misma 
proporción en que se reduzca la jornada efectiva respecto de la jornada habitual, asimilándose 
cualquier fracción de día que pueda existir a un día completo ( art. 3.1 RD 1131/2002, de 31-10 y arts. 
5.5 y 23.1 RD 295/2009). Ello supone que los 180 días de cotización no deben estar necesariamente 
comprendidos en los cinco años inmediatamente anteriores al hecho causante, pues ese lapso 
temporal siempre debe ampliarse en proporción inversa a la jornada reducida ( STS de 10-7-2007 [RJ 
2007, 8513] ). La misma consideración se otorga a los períodos de IT o maternidad, durante la vigencia 
del contrato a tiempo parcial ( STS 27-6-2000 [RJ 2000, 5969] ), así como a los de percepción de la 
prestación por desempleo como consecuencia de la suspensión o extinción de un contrato laboral a 
tiempo parcial ( art. 3.3 RD 1131/2002). 
En los supuestos de realización simultánea de más de una actividad a tiempo parcial se sumarán los 
días teóricos de cotización acreditados por el trabajador en cada una de las actividades, tanto si se 
trata de situaciones de pluriempleo como de pluriactividad, en las que se deba aplicar el cómputo 
recíproco de cotizaciones. Pero, en todo caso, la aplicación de ninguna de las reglas anteriores puede 
arrojar como resultado la contabilización de un número de días cotizados superior al que hubiera 
correspondido en caso de realizarse la prestación de servicios a tiempo completo ( art. 3.5 y 6 RD 
1131/2002). ● 
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t is not the technology that makes teaching successful but the care and thought given to the 
pedagogical integration of these technologies and the dynamics and opportunities that result 
from it” (Franziska Lys, 1999). 
In our modern society, we are currently experiencing a sort of technological revolution that is 
apparently approaching too fast. So it seems obvious that we cannot, and should not, neglect its 
importance since we are increasingly being demanded a more reflexive and conscious answer towards 
it. 
The present society is characterized by the increasing use of the information and communication 
technologies (ICTs) demanding to its citizens a series of personal, social, and professional 
competences in order to face the imposed changes in the fields of science and economy.  
On behalf of this changing world, we are encountering an educative system which places its 
teaching staff on the edge since they are considered the axis of the change. Therefore it is our duty 
not to let our schools be the last places to incorporate the new technological discoveries. 
Henceforth, the teaching force is getting into the treatment of ICTs step by step so as to foment the 
development of an intercultural and relevant teaching-learning process. Our centres have moved into 
a multicultural context with the aim of deepening into an intercultural setting which favours and 
demands the plain integration of ICTs as key learning tools.  
As a result, the role of teachers has experienced big changes in the last years. Nowadays, they are 
not only supposed to teach, but also to help students “learn how to learn”. Information is now out 
there and everyone can access it. To be able to deal with this revolution, to be up-to-date, teachers 
need to do a continuous professional development. Research never ends.  
“I
